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			Resumen

			Este articulo tiene el objetivo de explicar cómo, durante los gobiernos del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN), el Estado salvadoreño impulsó y consolidó en las áreas rurales la creación de juntas de agua comunales, en las que participaron actores organizados para detener las medidas de privatización promovidas durante las administraciones de la Alianza Republicana Nacionalista (ARENA) en el marco del modelo neoliberal. La metodología se basa en el análisis documental de leyes, prensa y documentos notariales, así como en entrevistas a actores que participaron en organizaciones rurales contra los procesos de privatización del agua. Los hallazgos principales muestran, por un lado, intentos de privatización de recursos naturales, como los pozos de agua en zonas rurales, y por otro, procesos de participación y organización de campañas de unidad en defensa de los usos cotidianos del recurso hídrico.
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			Abstract

			This article aims to explain how, during the governments of the Farabundo Martí National Liberation Front (FMLN), the Salvadoran state promoted and consolidated the creation of community water boards in rural areas, in which organized actors participated to resist privatization measures promoted during the administrations of the Nationalist Republican Alliance (ARENA), within the framework of the neoliberal model. The methodology is based on documentary analysis of laws, press sources, and notarial documents, as well as interviews with actors who participated in rural organizations opposing water privatization processes. The main findings show, on the one hand, attempts to privatize natural resources such as rural water wells, and on the other, processes of participation and organization of unity campaigns in defense of the everyday uses of water resources.
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			Introducción

			Los movimientos sociales constituyen formas de acción política propias de las democracias y emergen a partir de la interacción entre los actores sociales y las estructuras del Estado. En este escenario, el Estado se erige como un actor central cuyas políticas, acciones o mecanismos de represión pueden, simultáneamente, contener o provocar movilización social. Partiendo de lo anterior, los movimientos sociales son un constructo que combina tres categorías: campañas de reivindicación colectiva contra las autoridades correspondientes; acciones vinculadas a estas demandas, que incluyen asociaciones con un fin específico, concentraciones públicas y declaraciones en los medios; y manifestaciones de valor, unidad, número y compromiso de la causa, conocidas como WUNC por sus siglas en inglés (Tilly y Wood, 2009: 29). 

			Estas categorías ayudan a comprender cómo las juntas de agua comunales impulsadas por el Estado salvadoreño durante los gobiernos del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) funcionaron como actores de contención en el ámbito rural contra las medidas privatizadoras del recurso hídrico. Con la llegada del FMLN al gobierno en 2009, bajo la administración de Mauricio Funes, los movimientos sociales esperaban una mayor participación, la cual no se materializó en su totalidad. Sin embargo, se consolidaron movilizaciones puntuales en defensa de recursos naturales como el agua, con el objetivo de evitar privatizaciones. En este contexto, se formaron juntas de agua comunales y asociaciones de desarrollo comunal (ADESCOS) en el ámbito rural, lo que demuestra el giro ideológico del partido, que abandonó posturas de «izquierda radical». Almeida menciona que las causas principales de este cambio fueron los procesos económico-políticos internacionales que se llevaron a cabo desde el liberalismo hasta el neoliberalismo, los cuales se mimetizaron con problemas estructurales nacionales (Almeida, 2011: 200). Desde esta perspectiva, tanto los contextos nacionales como los internacionales influyeron en este giro de los gobiernos del FMLN, así como en las respuestas de los sectores subalternos, cuyas movilizaciones en algunos casos se dividieron o se articularon, dependiendo de la causa a la cual se alineaban.

			Si bien numerosos sindicalistas salieron a marchar el primero de mayo para recorrer las calles en conmemoración del Día Internacional del Trabajo, como es costumbre, en algunos casos hubo excepciones. Parte del Sindicato de la Industria Eléctrica de El Salvador no participó en la marcha al considerar que esta «tenía un tinte más político que expresivo. Los sindicatos en el país han sufrido varias transformaciones, ya que cada vez se acercan a la ideología de un partido y no a los verdaderos intereses de los trabajadores. Los sindicatos deberían de tener conciencia crítica y no estar afiliados a intereses ideológicos» (La Prensa Gráfica, 3 de mayo de 2002: 1).

			Si bien las divisiones sindicales comenzaron en 2002, estas continuaron en 2009 tras el ascenso del FMLN al gobierno. Por otra parte, surgieron pugnas internas entre los grupos más afines a los intereses del partido y aquellos que poseían una agenda propia. Desde la perspectiva mencionada, en este artículo se analiza el contexto social y económico, con énfasis en el recurso hídrico durante el periodo de posguerra, la denuncia de las privatizaciones durante los gobiernos de la Alianza Republicana Nacionalista (ARENA), así como el impacto en el servicio derivado del fenómeno de El Niño entre 1998 y 2019. Asimismo, se examinan las movilizaciones que se llevaron a cabo entre agricultores y ciudadanía en respuesta a la privatización de la electricidad y a la contaminación, factores que afectaron la distribución del servicio. Para concluir, se analiza cómo las iniciativas agrícola y ciudadana articularon sus intereses con la finalidad de constituirse en juntas de agua comunales. En esta misma perspectiva, se pone como ejemplo la Asociación Comunal Administradora de Agua Potable del Cantón Cabaña Bola del Monte, en Ciudad Delgado. 

			Poder y agua en El Salvador de la posguerra

			Tras el fin del conflicto armado en El Salvador y en otros países de la región, se impuso el modelo neoliberal privatizador, cuyos objetivos no solo se fundamentaron en la producción, sino también en los recursos naturales, entre ellos el agua. La democratización de los regímenes políticos, junto con las medidas de modernización de las economías, no lograron equidad en materia social. Las brechas entre zonas urbanas y rurales eran múltiples. A finales del siglo XX y principios del XXI, Centroamérica fue escenario de una fuerte disconformidad social que limitó el desarrollo humano de amplios sectores de la población. Las mayorías enfrentaban un acceso precario a oportunidades de empleo digno, educación y salud. No obstante, en sus discursos los gobiernos neoliberales promovían la equidad social a través de procesos de privatización (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 9). 

			Por otra parte, en la década de 1990 la pobreza se redujo en la región debido a la disminución de los conflictos internos y a la implementación de programas de inversión social. Sin embargo, esta reducción fue relativa, ya que los niveles de pobreza no se alejaron significativamente de los umbrales registrados a principios de la década de 1980, mientras que las brechas en la distribución del ingreso, lejos de disminuir, aumentaron. Asimismo, el crecimiento económico que se esperaba a inicios de la última década del siglo XX no se dinamizó, lo que limitó la generación de empleos de calidad que permitieran satisfacer necesidades básicas y contribuir a la superación de la pobreza. Desde esta perspectiva, se argumenta que las medidas neoliberales desarrolladas en el marco del Consenso de Washington favorecieron el crecimiento de la macroeconomía (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 9).

			Ya desde 1997, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) presentó el índice de pobreza humana (IPH) como un mecanismo destinado a medir los porcentajes de privación en tres dimensiones: una vida larga y saludable —longevidad—, educación y un nivel de vida decente (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 370). 

			En el caso salvadoreño, en 1992, tras la firma de los acuerdos de paz y la conformación del modelo neoliberal, estimaciones oficiales muestran que la incidencia de la pobreza total era del 65 % —31.5 % en pobreza extrema—, situación que se mantuvo en 1993 y que posteriormente comenzó a disminuir a partir de 1994, hasta alcanzar un mínimo de 45.5 % —19.8 % en pobreza extrema— en 2000. El comportamiento a nivel nacional se replicaba en las áreas rurales y urbanas, aunque las reducciones fueron considerablemente menores en el ámbito rural respecto del urbano —10.5 y 23.8 puntos porcentuales respectivamente en el caso de pobreza total, y 5.1 y 14.4 puntos porcentuales en pobreza extrema—, lo que reafirma una tendencia de continuidad similar a la observada en décadas anteriores (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 52).

			Esta tendencia fue general en la región a finales del siglo XX, aunque la brecha fue más reducida en otros países como Costa Rica. Tanto en ese país como en El Salvador, se beneficiaron los sectores urbanos debido a la implementación de medidas orientadas a la industrialización y al fortalecimiento del sector servicios; sin embargo, las dinámicas fueron distintas en cada caso. En Costa Rica la brecha era de un 9.9 % —casi un 10 %—, lo que refleja una mayor equidad entre las áreas rurales y urbanas. En contraste, en El Salvador la diferencia era de un 25 %, lo que evidencia el descuido de las necesidades básicas en el área rural, como el acceso y la calidad del agua. Esto sugiere que las políticas sociales y económicas neoliberales fueron más intensas en el caso salvadoreño, en comparación con el costarricense, donde la presencia de un modelo de Estado mixto favoreció mayores niveles de igualdad en el acceso a recursos entre los distintos sectores de la población (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 11).

			En la década de 1990 la región experimentó un periodo de crecimiento macroeconómico favorable. Para 1999, Centroamérica se encontraba en una situación económica, social y política mejor que en 1990 como resultado de la estabilidad alcanzada tras la culminación de las transiciones democráticas. La apuesta por la paz estimuló el comercio regional, interrumpido previamente por las guerras internas, y posibilitó el surgimiento de una nueva estrategia de integración regional como medio para impulsar el desarrollo humano. Sin embargo, los logros económicos y políticos fueron mínimos, sobre todo en equidad social y sostenibilidad ambiental, aunque no en todos los países. En El Salvador, la falta de equidad afectó en el dinamismo de las exportaciones y en el detrimento de la generación de empleos de calidad, lo que propició el surgimiento de pandillas, la migración forzada, la dependencia de remesas, los procesos de privatización y el aumento del desempleo (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 11).

			Por otra parte, los recursos naturales fueron uno de los ámbitos más afectados por los proyectos neoliberales. En El Salvador, los bosques pasaron a concebirse como recursos productivos, lo que implicó una pérdida de 7 000 hectáreas por año, equivalentes al 4.6 % (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 196). Este contexto dificultó una valoración adecuada de los recursos forestales, que a menudo se evaluaban únicamente en función de su contribución al PIB, al empleo y a las exportaciones. En contraste, los bienes y servicios que sostenían la economía de subsistencia de las comunidades, como la leña y las cercas vivas, eran poco reconocidos por el gobierno y por el mercado neoliberal (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 199).

			Asimismo, los volúmenes de extracción para fines energéticos seguían siendo muy altos (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 10). Los Estados, en especial Honduras y El Salvador, impulsaron esquemas de asocio público-privado con participación de la sociedad civil para el aprovechamiento de los bosques a partir de programas de pago por servicios ambientales (PSA), en los que el gobierno sufragaba a diferentes asociaciones por el cuidado forestal. No obstante, estos esquemas favorecieron a colectivos afines a intereses industriales durante los gobiernos de ARENA. En este contexto, la prioridad fue el agua (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 9). En el caso de El Salvador, destacan dos experiencias de PSA: el Comité Ambiental de Chalatenango y los programas de la Fundación Salvadoreña para la Naturaleza (Salvanatura), desarrollados en el volcán de San Salvador y en el Parque Nacional El Imposible. En el primer caso, el reconocimiento de los servicios ambientales se orientaba a la protección del recurso hídrico para uso doméstico, riego y servicios de recreación. El propósito consistía en reducir y mitigar el impacto ambiental del sector de la construcción sobre los recursos de la zona mediante actividades de reforestación en terrenos con pendientes pronunciadas, manejo de bosques y cuencas, asistencia técnica, educación, investigación ambiental y promoción de tecnologías apropiadas. Para lograrlo, la Cámara Salvadoreña de la Industria de la Construcción, organización que financiaba la iniciativa a través del Fondo del Sector Construcción para la Recuperación del Medio Ambiente, se alió con reforestadores y propietarios de bosques para trabajar conjuntamente durante cinco años en un área de 550 hectáreas. Un ejemplo de lo anterior lo constituye el Parque Nacional El Imposible, en el cual el PSA funcionó como una alternativa para el abastecimiento de agua potable mediante el pago de una tarifa mensual por familia y el cobro de 25 colones salvadoreños a visitantes (Mejías y Segura, 2003 en Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 200). 

			En este sentido, se planteó la participación de usuarios organizados, que se consolidó con juntas de agua comunales durante los gobiernos del FMLN. Por otra parte, los Estados se adhirieron a los principios establecidos en la Conferencia Internacional sobre el Agua y Medio Ambiente de Dublín celebrada en 1992, orientados a la integración y gestión de los recursos naturales, particularmente el hídrico, con el fin de promover un acceso equitativo y sostenible (International Conference on Water and the Environment [ICWE], 1992). No obstante, en El Salvador la prioridad fue el sector industrial y urbano, como lo demuestra el caso de la principal cuenca del país: el río Lempa, compartido con Honduras, Guatemala y El Salvador en la vertiente del Pacífico, siendo este último país el que tiene mayor participación. Partiendo de lo anterior, de un total de 18 311 km2, a El Salvador le corresponde el 56 %, a Honduras el 30 % y a Guatemala el 14 %. La parte de la cuenca que corresponde a El Salvador es de 10 255 km2 —aproximadamente la mitad del territorio nacional—, de la cual dependen actividades agrícolas, industriales y relacionadas con el agua potable (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 25). 

			El Salvador depende críticamente de la cuenca del río Lempa, al punto de que constituye una fuente importante para el abastecimiento de agua potable del área metropolitana de San Salvador, ciudad a la cual aportó un 30 % del suministro total en 1997. Al mismo tiempo, es fuente de generación de energía eléctrica: cuatro centrales instaladas en el territorio del país tenían entonces una capacidad conjunta de 412 megawatts (MW), y la proyectada represa El Tigre, entre Honduras y El Salvador, aumentaría la capacidad en 1 350 MW. La cuenca del Lempa también cuenta con importantes zonas de acuíferos que coinciden con zonas urbanas e industriales (Proyecto Estado de la Región, PNUD, 2003: 14). Desde esta perspectiva, la orientación de los gobiernos de ARENA (1989-2009) descuidó el abastecimiento y la calidad del agua potable en las zonas rurales.

			Como se ha mencionado, esta cuenca provee al país, en particular a sus principales áreas metropolitanas —San Salvador y Santa Ana—, de recursos hídricos para la producción de energía eléctrica, el riego agrícola y el consumo humano. No obstante, este último factor fue desatendido durante los gobiernos de ARENA, lo cual propició la consolidación de movilizaciones sociales en forma de juntas de agua comunales tras la llegada del FMLN en 2009. En esta misma línea, la orientación de los gobiernos de ARENA respecto al uso del agua, en especial de la cuenca del Lempa, favoreció políticas de infraestructuras, el uso industrial en la generación de energía eléctrica y la agroindustria, así como el sector urbano en términos de cobertura y calidad, en detrimento de las zonas rurales (Dimas, 2007). En este contexto, grupos empresariales propusieron esquemas de asocio público-privado, en los cuales el sector privado asumiría la administración del agua (Dimas, 2007). Desde esta perspectiva, el control de este recurso por cualquiera de los dos partidos mayoritarios les permitiría asegurar el apoyo de la población para la consolidación del poder político. 

			Si bien es importante mencionar que el reducido espacio territorial, la sobrepoblación y la dependencia de la cuenca del Lempa limitaban la cobertura de agua potable, también es necesario señalar que la distribución institucional del recurso favoreció más a la agricultura, aunque en específico a la agroindustria, en detrimento de los pequeños productores de subsistencia y de la población en general, que usaban el recurso hídrico para consumo doméstico. 

			Posteriormente, con la llegada del FMLN en 2009 se impulsaron reformas estructurales en materia económico-social, con enfoque en el diálogo y en alianzas con sectores que no necesariamente pertenecían al partido ni a la ideología de izquierda (Martín Álvarez, 2011). Sin embargo, este cambio también implicó una mayor apertura y consolidación de la participación ciudadana, expresada en organizaciones como las juntas de agua comunales, con el fin de ampliar la participación social, generar estabilidad y consolidar el poder del partido. Este proceso puede relacionarse con la negociación de los acuerdos de paz de 1992, patrocinados por Estados Unidos, en los cuales se propuso la incorporación del movimiento guerrillero a cambio de la adopción del modelo económico neoliberal (Martín Álvarez, 2011).

			En esta línea, entre 1989 y 1990 el FMLN había presentado el proyecto de Revolución Democrática en varios documentos, en los que planteaba la necesidad de adaptar su ideología a la realidad social salvadoreña, de modo que obreros y campesinos, pero también los sectores de clase media, se convirtieran en motores del progreso económico. Se negaba la conveniencia de adoptar un sistema de partido único y se aceptaba la realización de elecciones como una forma válida para alcanzar el poder político, siempre que estas se desarrollaran en condiciones de igualdad entre contendientes. Asimismo, se admitían la propiedad privada, el pluralismo político, la libertad de prensa y el papel de la Iglesia católica (Martín Álvarez, 2011).

			Esta perspectiva, retomada durante la posguerra y más adelante durante la fase de consolidación del FMLN en el gobierno, amplió la participación de múltiples sectores con el objetivo de fortalecer su presencia en las movilizaciones sociales. Su expresión más significativa se manifestó en las organizaciones rurales articuladas a nivel nacional en defensa del agua.

			Campaña de denuncia contra la privatización de pozos,

			el fenómeno de El Niño y su impacto en la deforestación,

			la contaminación y los abastecimientos, 1998-2004

			Las campañas de denuncia contra la privatización de los recursos hídricos adquirieron fuerza durante el segundo mandato de ARENA, encabezado por Armando Calderón Sol (1994-1999), quien impulsó desde el Estado proyectos industriales en los sectores textil y agroindustrial. Una de las primeras acciones en ese contexto fue la privatización de pozos abastecedores de aguas comunales, tanto rurales como urbanos. Partiendo de lo anterior, 1998 fue un año clave, ya que el impacto del fenómeno de El Niño afectó el recurso hídrico de la zona metropolitana, en especial los pozos, lo cual generó movilizaciones: 

			Al menos tres mil residentes de varias comunidades y cantones de San Martín, al oriente de San Salvador, protestaron esta mañana por la venta de un pozo de agua que les deja sin líquido. José Antonio Cabrera, dirigente de los afectados, explicó que este fue vendido por su propietario a una granja cercana sin tomar en cuenta las necesidades de las familias que se abastecían del mismo hace más de 20 años. El pozo en disputa se ubica en la jurisdicción del cantón San José Primero, exactamente en la zona conocida como «Maryland». De ahí el problema amenaza con convertirse en una explosión social porque afecta a los más necesitados, precisó el líder campesino, quien al mismo tiempo destacó que a partir de este miércoles no permitirán que se continúe perforando en la zona hasta que se les garantice que tendrán acceso al agua (La Prensa Gráfica, 4 de mayo de 1998).

			En ese año, sobresale el caso de un pozo ubicado en San Martín, una zona cercana a San Salvador, que era de propiedad privada y abastecía de agua a campesinos y vecinos tanto para uso doméstico, como para actividades productivas. En ese conflicto, las acciones colectivas de unidad y resistencia lograron frenar la perforación del pozo. Por otro lado, es importante señalar que no solo la industria se apropió del recurso, sino también la agroindustria, en concreto la dedicada a producción avícola. En esta misma línea, la privatización de los pozos de agua afectó tanto al consumo doméstico y agrícola, como al suministro de electricidad. En continuidad con el caso mencionado, el cierre del pozo generó conflictos y promovió campañas de unidad entre los habitantes de la comunidad de San Martín y otros sectores frente a la iniciativa privatizadora.

			

			El cierre del acceso de la población al pozo de la discordia como lo han denominado los habitantes del lugar, vendría a perjudicar a los residentes de los cantones San José primero, y las Delicias, así como la Comunidad Veracruz y la Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa (CEL) entre otras de escasos recursos y sin acceso al servicio de ANDA. El alcalde de San Martin, Valentín Castro se muestra sumamente preocupado por la problemática que enfrenta, por lo que hoy intentara mediar entre los afectados y los propietarios del pozo a fin de encontrar una solución salomónica al respecto.  Lo que se pretende es alcanzar una solución, indicó Preza Cabrera, al mismo tiempo de recordar que la municipalidad se ha comprometido a intentar negociar el acceso de los pobladores para evitar problemas posteriores (La Prensa Gráfica, 4 de mayo de 1998).

			La iniciativa de privatizar ese pozo no solo afectó el suministro agrícola y doméstico, sino también la precaria distribución que los regímenes neoliberales llevaron a cabo por medio de la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA) con el objetivo de privatizar este servicio, así como el suministro de energía a comunidades que utilizaban bombas eléctricas para la distribución del líquido en regadíos de corte artesanal o para la producción de electricidad. Por otra parte, es importante señalar que, en el marco de la denominada «modernización del Estado», el gobierno central se caracterizó por su ausencia y por delegar responsabilidades en las administraciones locales y municipales. Desde esta perspectiva, el Estado, al descargar responsabilidades en las municipalidades, redujo las movilizaciones en su contra. No obstante, las protestas y la campaña de unidad de campesinos y vecinos surtieron efecto y paralizaron la privatización del pozo de San Martín:

			

			El problema se solucionó luego de que Alejandro, hijo del expresidente Duarte, aclarara que en ningún momento otorgó el permiso necesario para la perforación del pozo y dos manantiales más ubicados en la finca Maryland. Por lo que los trabajos fueron detenidos en beneficio de los habitantes de los cantones San José Primero y Las Delicias, así como también de varias comunidades pobres asentadas en los alrededores que actualmente hacen uso de este recurso natural (La Prensa Gráfica, 4 de mayo de 1998).

			Las protestas de la comunidad se impusieron ante la iniciativa privatizadora. Asimismo, la resistencia de vecinos y campesinos constituyó una antesala a las movilizaciones que se desarrollarían más adelante. Por otra parte, cabe destacar cómo miembros de las elites políticas y económicas, como la familia del expresidente Duarte, vinculado a la Democracia Cristiana y que había gobernado en la década anterior, se enfocaron en impulsar medidas neoliberales:

			

			El alcalde de San Martín, Valentín Castro Sánchez, manifestó que fue solucionada satisfactoriamente, ya que incluso se acordó trabajar en favor del mejoramiento y manejo integral del pozo y tres manantiales más ubicados en la zona, mediante su protección y preservación. Castro Sánchez destacó que todo fue parte de la información errada que proporcionaron los empleados de la granja dedicada a la crianza de aves, quienes hicieron hincapié en el hecho que ya se contaba con las autorizaciones pertinentes para perforar, cuando en realidad no era así. En los próximos días Alejandro Duarte enviará una carta a los pobladores del sector para formalizar el compromiso adquirido en cuanto a la protección del pozo y los manantiales, además que sostendrá una reunión con el jefe edilicio de San Martín (La Prensa Gráfica, 4 de mayo de 1998).

			En el contexto neoliberal, la figura del alcalde restaba responsabilidad al gobierno central, fragmentando y focalizando las críticas hacia las municipalidades. Por otra parte, en estas protestas la población denunciaba la mala gestión y el desabastecimiento en las comunidades rurales: 

			El pasado ocho de abril, los campesinos residentes en los dos cantones afectados protestaron pacíficamente ante lo que consideraban de injusticia, pues se les había amenazado con quitarles el acceso, al vital líquido a sabiendas que en la región no existe servicio de agua potable por parte de la Asociación Nacional de Acueductos (ANDA). Este fenómeno provocó la movilización de los pobladores, que obtuvieron una respuesta positiva a sus demandas (La Prensa Gráfica, 15 de mayo de 1998a).

			Desde esta perspectiva, las campañas de denuncia contra la privatización se entrelazaron con problemas climáticos que afectaron la distribución del recurso, como el fenómeno de El Niño, particularmente grave en el país entre 1997 y 1998, el cual perturbó la producción agroindustrial de carne de res y pollo debido a las sequías. Esta situación obligó a buscar nuevas fuentes de abastecimiento, como pozos rurales: «AVES (Asociación Avícola Salvadoreña), asegura que el consumo a nivel nacional no ha decaído y se mantendrá hasta el momento. El Niño ha afectado cerca de 200 ٠٠٠ productores durante el primer trimestre del año» (La Prensa Gráfica, 15 de abril de 1998: 1).

			En 1998, el fenómeno de El Niño incrementó la presión sobre el acceso al agua. El conjunto de problemáticas relacionadas con el abastecimiento en las zonas rurales contribuyó al aumento de las movilizaciones contra la privatización de pozos rurales y semiurbanos, impulsada por sectores que buscaban acaparar el recurso en beneficio, principalmente, de la producción avícola. Por otra parte, los efectos del fenómeno climático afectaron también a quienes utilizaban el agua para uso doméstico, en especial la zona oriental: 

			En oriente, provoca que la población esté padeciendo de insomnio, estrés y por supuesto deshidratación. De acuerdo con algunos ecólogos consultados, el calor hasta incide en el carácter de las personas, pues se aceleran las respuestas violentas y eso se ve reflejado en sus relaciones familiares y de trabajo. La gente está consumiendo más agua que de costumbre, a lo cual se agrega que en algunos lugares no les cae este servicio y ni siquiera se pueden bañar. Las consecuencias de la deforestación de la falta de agua potable y del fenómeno de El Niño están ya a la vista, no es necesario esperar que algo peor ocurra, señaló un empleado del servicio climatológico (La Prensa Gráfica, 1 de mayo de 1998).

			

			En la nota anterior puede observarse cómo la multidimensionalidad de la problemática en torno al acceso al agua trascendió el ámbito agrícola y pasó a afectar también a sectores urbanos, lo que dio lugar a campañas de denuncia en los principales medios de comunicación. 

			En esta misma línea, la deforestación fue otro problema que en esos mismos años generó movilizaciones en las comunidades rurales, principalmente en zonas donde se construyeron nuevas viviendas. Si bien este fenómeno se produjo en todo el país, las primeras áreas afectadas fueron aquellas que habían quedado despobladas durante la guerra civil debido a la represión, como la región oriental, lo que ponía en riesgo el abastecimiento del agua:

			

			La comunidad Concepción de Oriente, que tiene a su cargo el manejo de un manto acuífero en esta población, externó su preocupación por que el mismo se vaya a secar, debido a la tala indiscriminada de árboles que se está dando en este sector. Agregan que este recurso natural hídrico muchas comunidades de Polorós y de San Rafael Oriente, ambas de los departamentos de La Unión y San Miguel se abastecen de agua potable, para poder desarrollar sus quehaceres hogareños. Sin embargo, esto podría desaparecer en un futuro cercano por la constante tala de árboles que se está dando en el sector del manto acuífero, la cual es ocasionado por depredadores del medio ambiente (La Prensa Gráfica, 15 de mayo de 1998b).

			A diferencia de la protesta en San Martín por la privatización de los pozos de agua, la movilización de la región oriental no se centró en denunciar esta actividad ante las municipalidades, sino ante instituciones como la Fiscalía, lo que muestra una respuesta más directa ante los embates privatizadores:

			La desesperación de los pobladores que se benefician de este manto acuífero que corre el riesgo de extinguirse los ha llevado a solicitar la mediación de la Unidad de Medio Ambiente de la fiscalía general de la República. En la misiva los habitantes solicitan a la referida Unidad Fiscal su mediación en el problema pues solo de esa forma se podría conseguir que la tala de árboles sea frenada. «Queremos que ellos vengan acá y comprueben el daño irreversible que le están haciendo al medio ambiente», expresa Hernández al comentar el objetivo de la carta. En el escrito, los pobladores piden a la fiscalía que es necesario buscar los mecanismos adecuados que sean alternativos para superar esta situación que afecta el equilibrio ecológico. Así misma copia de la remitida carta a las autoridades de la Dirección de Recursos Naturales del Ministerio de Agricultura y Ganadería (La Prensa Gráfica, 15 de mayo de 1998b).

			Se puede advertir que las campañas de denuncia, unidad y organización que se desarrollaron en comunidades específicas también incluían demandas concretas al Estado, e involucraban a instituciones como el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales y el Ministerio de Agricultura y Ganadería. Estas movilizaciones se caracterizaban por la articulación de diversos actores, entre ellos campesinos y vecinos afectados por la deforestación que utilizaban el agua para actividades agropecuarias y uso doméstico. Por otra parte, es importante señalar la contaminación generada por la industria y la resistencia que esta provocó en las comunidades: 

			La fiscalía general de la República ordenó ayer a las autoridades de Química Lasser paralizar temporalmente la introducción de tuberías que servirán, supuestamente para desagüe de agua de lluvia desde la empresa hasta la quebrada que rodea varias comunidades. La fiscalía, en compañía de la División de Medio Ambiente de la PNC, realizó una inspección de los trabajos de excavación que Química Lasser ha realizado en un trayecto de aproximadamente 500 metros, la cual desembocará en una quebrada aledaña a la colonia Sierra Morena y Comunidad El Paraíso en Soyapango. El fiscal Levin Acosta señaló que desde hace algunos días se recibió la denuncia de la comunidad donde manifiestan que la empresa en mención estaba realizando trabajos de excavación, por lo que temen que las tuberías sirvan para sacar residuos tóxicos hasta la quebrada (La Prensa Gráfica, 10 de mayo de 1998).

			 

			Al igual que en el caso de Concepción de Oriente, la protesta contra la empresa Química Lasser por contaminación fue puntual y no estuvo dirigida a la municipalidad de Soyapango, uno de los municipios más poblados del área metropolitana de San Salvador, sino hacia autoridades centrales y sus instituciones, como la Fiscalía General de la República. Esto demuestra que la protesta por los recursos naturales no estaba fragmentada ni se desviaba hacia los gobiernos locales; por el contrario, adquirió unidad y fuerza a partir de la multidimensionalidad de sus causas, que afectaban el acceso y la calidad del agua, y se encauzó hacia instituciones centrales. Desde esta perspectiva, la contaminación generada por la industria pudo ser contenida a partir de las movilizaciones de estas comunidades en el área urbana. 

			En general, el fenómeno de El Niño, la deforestación, la contaminación y el desabastecimiento del recurso hídrico, tanto en áreas rurales como urbanas, fueron una constante durante los gobiernos neoliberales de ARENA:

			

			Tres pipas que suministraban agua potable a los habitantes de la Urbanización El Limón, en Soyapango, no dieron abasto ayer. Los residentes se abocaron a cántaros, botellas, guacales y cubetas, para abastecerse del líquido. Esta situación la viven cada mañana desde hace más de 15 días y a pesar de que las de la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA) llegan a la zona, los residentes aseguran que no es suficiente «yo llevo varios días sin lavarme el pelo porque el agua, la estamos ocupando solo en lo necesario, ni ropa estamos lavando», comentó Dina Méndez, afectada. Las razones de por qué ANDA trabaja en la zona y no cuentan con agua potable son muchas. Algunos vecinos manifiestan que el pozo que les abastecía se secó y por ello buscarán suministrarse de agua desde otras colonias como la Guayacán (La Prensa Gráfica, 15 de mayo de 1998a: 1).

			Si bien los gobiernos neoliberales buscaron justificar los problemas de distribución del agua señalando cobros excesivos y contaminación del recurso hídrico, también es importante mencionar que el cambio climático, junto con la deforestación y el crecimiento de la población, aceleró los procesos de desecación de los mantos acuíferos, incluidos los pozos (La Prensa Gráfica, 5 de mayo de 1998). No obstante, se intentó abordar estas problemáticas sin afectar intereses privados, como en el caso del fenómeno de El Niño, con medidas focalizadas en mitigar sus efectos y en el rescate de la producción agrícola de granos básicos y de la agroindustria (La Prensa Gráfica, 5 de mayo de 1998).

			Sin embargo, los gobiernos de ARENA se concentraron en la producción agrícola, tanto de subsistencia como agroindustrial, dejando de lado los usos cotidianos del recurso, lo que indica que su prioridad fue principalmente económica y orientada al beneficio del sector agrícola, y no a la resolución de los problemas de abastecimiento para el resto de la población. 

			En este contexto, tanto en el ámbito urbano como en el rural, el problema del abastecimiento era constante. Sin embargo, las demandas y movilizaciones eran puntuales y no se dirigían a las municipalidades ni a autoridades locales o regionales, sino contra instituciones del gobierno central, como la ANDA o la Fiscalía, ya fuera por contaminación o por deficiencias en el abastecimiento. Esto demuestra que las campañas de denuncia no se fragmentaron territorialmente por intereses neoliberales. Sin embargo, se puede observar que los gobiernos de ARENA intentaron abordar el problema en el ámbito rural mediante esquemas de asocios público-privados que, si bien se formalizaron legalmente en 2014 ya durante el gobierno del FMLN, en la práctica se venían implementando desde la administración de los distritos de riegos por asociaciones de regantes iniciada en 1992, con el traspaso del Primer Distrito de Riego y Avenamiento Zapotitán a la Asociación de Regantes de Zapotitán (AREZA). En este esquema, el Estado asumía el componente técnico, mientras que la asociación se encargaba de la mano de obra. La finalidad era reducir la presión para el Estado y trasladar responsabilidades de mantenimiento, así como disminuir las movilizaciones contra el gobierno central. Sin embargo, esto no evitó que se desarrollaran campañas de denuncia contra autoridades de la ANDA, incluyendo tomas de calles y protestas protagonizadas por estudiantes:

			

			Cientos de pobladores recorrieron las principales calles de San Rafael de Oriente protestando por el mal servicio que presta la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA), y por los altos cobros que dicha institución realiza. Los pobladores portaban y gritaban consignas contra la institución, algunos hasta pedían la municipalización del servicio. «No queremos que aquí ocurra algo similar a lo que pasó en Ataco, pero queremos que ANDA nos atienda en nuestras demandas, que baje los cobros y que mejore el servicio», manifestó uno de los protestantes. Paralelamente, los docentes y estudiantes de los centros también exigieron mejorar los servicios de la localidad, el cual califican de pésimo y atentatorio contra la salud de toda la comunidad, especialmente ancianos y niños (La Prensa Gráfica, 15 de mayo de 1998b).

			A diferencia de otras manifestaciones, la ocurrida en San Rafael de Oriente en 1998 concentró a la mayor parte de la población de la municipalidad, no solo para denunciar la mala distribución, sino también los cobros indebidos. A diferencia de otras comunidades, esta protesta propuso que la distribución del recurso hídrico dejara de estar centralizada y pasara a un esquema bajo control de las municipalidades, lo que demuestra que no todas las movilizaciones plantearon soluciones verticales a la problemática, aunque el objetivo era el mismo: la cobertura y la calidad del servicio. Por estos motivos, algunas comunidades o municipalidades, a partir de las estrategias de privatización derivadas del mal servicio brindado por la ANDA, así como de la desigual distribución del agua a nivel territorial, se mostraron a favor de los proyectos de modernización y descentralización de la institución. Esto no implicaba que estuvieran de acuerdo con que el recurso fuera administrado por empresas privadas, sino por las municipalidades. Por otra parte, surgieron distintas opiniones sobre cómo solventar la problemática de la deforestación, tanto desde sectores agroexportadores como desde el propio gobierno, además de comunidades y municipios que exigían centralización. Tal fue el caso de los cafetaleros, quienes buscaron «salvar la cuenca del río Lempa», en la que se ubicaba la mayor parte de la cordillera del Bálsamo, una de las principales zonas de producción de café:

			La deforestación en la parte alta de la cuenca del río Lempa está afectando la generación de energía eléctrica del país y la distribución de agua potable de San Salvador. Los caficultores de la zona norte del Departamento de Chalatenango están conscientes de ese problema, el cual atañe a todos los sectores públicos y privados del país. A raíz de lo anterior, la cooperativa de cafetaleros ha organizado un seminario taller denominado «Influencia socio-económica y ambiental del cultivo del café en la zona norte de Chalatenango», el cual inicia mañana y concluye el domingo. En la organización del evento también están inmersos el concejo municipal de la Palma y la Fundación Salvadoreña para la Investigación del Café (PROCAFE). Según Fernando González, miembro de la cooperativa cafetalera, la reforestación y protección del medio ambiente de la zona norte compete a todos, tanto a la comunidad como al gobierno, las organizaciones no gubernamentales, organismos internacionales y la empresa privada. Lo anterior porque el deterioro de la cuenca está acabando literalmente con el río y, por ende, con la generación de energía, así como el agua que es tomada para potabilizarla y distribuirla en San Salvador y otros lugares. El seminario, que dará inicio a las 8:30 cuando sea inaugurado por el alcalde, Vitelio Contreras, será dirigido a los caficultores de la zona, que comprenden los municipios de Cítala, San Ignacio y La Palma. […] participan como ponentes representantes del Ministerio del Medio Ambiente y Recursos Naturales, el Programa de Desarrollo Humano Sostenible, PROCAFE, el Banco Mundial de Inversiones (BMI) y otros (La Prensa Gráfica, 1 de mayo de 1998).

			La idea de este seminario no se centraba en la preocupación por el desabastecimiento de agua potable en las comunidades, aunque el tema se mencionó, sino más bien en los problemas de suministro de energía eléctrica generados por la deforestación. Desde esta perspectiva, la propuesta de los agroexportadores incluía a las municipalidades, el sector privado e instancias multilaterales como el Banco Mundial, con la finalidad de proponer políticas de reforestación y cuidado del medio ambiente orientadas a fortalecer el sector energético del área metropolitana, con participación del sector agroexportador cafetalero, dejando de lado la problemática de abastecimiento en las zonas populares. Por otra parte, durante la administración de Calderón Sol (1994-1999) se impulsó la primera iniciativa de ley contra la deforestación. No obstante, esta quedó en suspenso por veto presidencial:

			El país aún no cuenta con una ley definitiva del medio ambiente debido a que ayer la Asamblea Legislativa no logró superar las observaciones del presidente de la República, Armando Calderón Sol, y el proyecto impulsado por partidos de oposición fue enviado a una comisión conjunta para que se continúe con el debate. Se trata del decreto legislativo 234, aprobado el pasado dos de marzo por el órgano legislativo, que contiene reformas al Código Penal tendientes a incrementar las penas por aquellos delitos cometidos en contra del medio ambiente. Esto no lo comparte el mandatario porque la finalidad de los diputados es reformar varios artículos del nuevo Código Penal que entraron en vigor el pasado 20 de abril e incrementar penas. Es el caso de los artículos 255, 256, 257 y 262 del Código Penal y, según el decreto aprobado, se aumentan las sanciones de prisión, lo cual contradice el acuerdo original establecido en el Decreto Legislativo 1030, de fecha 26 de abril de 1997, que contiene la aprobación del Código Penal, expone Calderón Sol en el pliego de las observaciones a la asamblea (La Prensa Gráfica, 8 de mayo de 1998a).

			 

			Desde el punto de vista de Calderón Sol, el aumento de los castigos por delitos de contenido ambiental resultaba «excesivo». Sin embargo, la cuestión no radicaba tanto en si las penas de prisión eran o no desproporcionadas, sino más bien en proteger los proyectos de construcción de viviendas, que en esa época resurgieron y provocaron la deforestación de bosques, cuyas consecuencias se tradujeron en problemas hídricos. Entre 1992 y 2010, el Fondo Nacional para la Vivienda (FONAVIPO) otorgó créditos a 116 455 familias por un monto total de $280.69 millones de dólares, del cual el 59 % se concentró en San Salvador y su área metropolitana. Si bien el FONAVIPO financió a estas familias, las constructoras —entre ellas Grupo Roble, SIMAN y Salazar Romero— eran de capital privado. 

			A pesar de lo señalado, las propuestas de ley de medio ambiente no adquirieron gran relevancia durante los gobiernos de ARENA, ya que se centraron en la censura y en la protección de los daños que pudiera generar la empresa privada:

			El Instituto de Estudios Jurídicos de El Salvador (IES) realizó ayer un taller con representantes de medios informativos para analizar el derecho a la información ambiental. Los participantes coincidieron en que toda la información de carácter ambiental debe ser pública, no sólo la del gobierno, sino también la de la empresa privada que esté relacionada con actividades que repercuten en el medio ambiente. Argumentan que si se le afecta es de interés porque afecta a todos. También propusieron que debe ser una obligación del Estado informar sobre las actividades y gestiones ambientales, o cualquier información que tenga que ver con el medio ambiente. Asimismo, sugirieron la creación de un centro de documentación e información en el Ministerio que tenga libre acceso el público (La Prensa Gráfica, 8 de mayo de 1998c).

			 

			En efecto, durante las administraciones de ARENA la legislación ambiental y las políticas de censura estuvieron presentes, en un intento por evitar que la población se diera cuenta de las problemáticas ambientales, entre ellas la del agua. El incremento en la demanda de viviendas y la articulación de políticas entre FONAVIPO y el gobierno favorecieron la censura e impidieron una ley de medio ambiente efectiva que incluyera a los sectores subalternos del interior del país. Por el contrario, uno de los primeros pasos que los gobiernos neoliberales trataron de implementar fue la privatización de la energía destinada al bombeo de riego agrícola y al uso doméstico, lo que generó campañas de movilización entre campesinos y población en general.

			La racionalización del subsidio a la energía eléctrica para bombeos de riego y agua potable y campañas de movilización 1998-2004

			Las campañas de movilización entre agricultores y vecinos de las comunidades rurales iniciaron durante la presidencia de Armando Calderón Sol en 1998, y se consolidaron durante la administración de su sucesor, Francisco Flores, en el contexto del impago a las compañías eléctricas recién privatizadas. Esta medida empezó a desarrollarse a partir del traspaso y, por consiguiente, de la privatización de la administración de los distritos de riego a las asociaciones de regantes durante el segundo gobierno de ARENA a partir de 1994. Uno de los primeros distritos afectados fue el principal, Zapotitán, debido al impago por parte del Ministerio de Agricultura y Ganadería, lo que afectó a los agricultores y asociados de AREZA, integrados en la Federación de Asociaciones de Regantes de El Salvador (FEDARES) (Sevillano Payes, 2025: 82-120).

			La administración de los distritos de riego sería mixta entre el Estado y las asociaciones de regantes, con una distribución de los costos de mantenimiento del 40 % para el Estado y el 60 % para las asociaciones, con la finalidad de que la gestión quedara paulatinamente en manos de los usuarios. Este proceso se desarrolló durante el gobierno neoliberal de Armando Calderón Sol. Desde esta perspectiva, una de las primeras medidas implicó la obligación de los usuarios —por medio de las asociaciones— de asumir, en el marco de la «modernización» del Estado, la responsabilidad del pago del consumo de energía eléctrica para uso de riego. Por otra parte, es de señalar que, si bien el Estado bajo el gobierno de ARENA trató de mitigar los impactos del fenómeno de El Niño a través de reuniones con agricultores y agroindustriales, esta medida no se dirigió de manera frontal al rescate de la producción de granos básicos, en tanto que no favoreció a los regantes (Sevillano Payes, 2025: 82-120).

			En este mismo contexto, las tarifas por el uso de agua potable y de riego en zonas rurales o semiurbanas, cuya población no necesariamente utilizaba el recurso para producción agrícola, se vieron afectadas por cobros y por la falta de subsidios para el bombeo eléctrico de agua potable. Esta situación fue señalada por el propio gobierno a través del Centro para la Defensa del Consumidor, que propuso la disminución de las tarifas eléctricas para el bombeo de agua potable (La Prensa Gráfica, 8 de mayo de 1998c).

			El hecho de no reducir los precios del bombeo de agua mediante energía eléctrica generó, en la práctica, una disminución en el uso del recurso hídrico tanto para agricultura como para el consumo doméstico, y dio lugar a campañas de articulación colectiva durante las administraciones de Francisco Flores y Antonio Saca (1999-2009). Sin embargo, a pesar de las movilizaciones, estas no adquirieron peso sino hasta el primer mandato del FMLN en 2009 y la promulgación de Ley de Conformación de Juntas Directivas de Aguas Comunales. En ellas participaron población en general y campesinos que habían quedado al margen de las asociaciones de regantes y que habían sido excluidos de las medidas de privatización implementadas en los distritos de riego. 

			En esta misma línea, los gobiernos de ARENA propusieron el Plan de Saneamiento Básico de Áreas Rural, que incluía tanto el saneamiento para agricultura como el acceso a agua potable en zonas rurales, el cual no recibió el apoyo institucional necesario, en particular por parte de la Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa, institución autónoma encargada de regular los subsidios del programa, que incluía la cobertura del servicio: 

			La Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río Lempa (CEL), que ha absorbido unos 235 millones de colones en concepto de subsidios a la energía eléctrica para 1998, excluyó de esa política gubernamental a las comunidades beneficiarias del Plan Gubernamental de Desarrollo Rural (PLANSABAR). En tanto que el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) retiró el financiamiento de los distritos de riego de Zapotitán, donde ya cortada la electricidad se pronostican irreversibles pérdidas (La Prensa Gráfica, 8 de mayo de 1998b).

			Se puede notar cómo el interés por subsidiar el bombeo de energía eléctrica para la agricultura y para el uso de agua potable en comunidades rurales carecía de prioridad en las administraciones de Calderón Sol y sus sucesores neoliberales. Por el contrario, el contexto de privatización de la energía se enfocó en subsidiar al sector industrial, de servicios y a las áreas urbanas, lo que generó el aumento de campañas y denuncias por parte de agricultores y vecinos de comunidades rurales. Sin embargo, estas movilizaciones no se consolidaron sino hasta el primer quinquenio del FMLN, lo que evidencia la falta de voluntad política y el escaso apoyo que recibió el área rural durante las administraciones neoliberales de ARENA en los periodos de Francisco Flores y Antonio Saca.

			La consolidación de las juntas de agua comunales, 2009-2019

			La falta de una legislación integral sobre el agua, las movilizaciones durante las administraciones neoliberales anteriores y la presión por la privatización de este recurso, todo ello aunado al descuido del riego en la agricultura y al abandono de las comunidades rurales, llevaron al primer gobierno del FMLN (2009-2014) a reconocer que tanto las legislaciones anteriores como la vigente carecían de una normativa integral sobre el agua. Como resultado de esta ausencia, y en el contexto de las políticas neoliberales de privatización, el problema principal radicaba en la falta de un ente central encargado de la administración y distribuidor del recurso, ya que esta función estaba fragmentada en 27 instituciones sujetas a diferentes marcos jurídicos. Estas instancias carecían de una normativa orientada al derecho al agua como interés social y enfocada en la cobertura nacional, lo que contribuía a fragmentar cualquier intento de movilización de la población y, de alguna manera, dificultaba el acceso universal. Desde esta perspectiva, se puede observar un giro en las acciones del FMLN al promover la participación y organización ciudadana en función del carácter de patrimonio público del recurso hídrico. Por otra parte, la falta de centralización jurídica de los gobiernos anteriores de ARENA beneficiaba en mayor medida a los intereses privados e industriales, así como a los sectores urbanos, dejando de lado la accesibilidad de los campesinos productores de granos básicos y de los usuarios rurales de agua potable, que en su gran mayoría eran los mismos. Ese fue un problema que el gobierno de izquierda trató de resolver, sin menoscabar los intereses privados. 

			Desde esta perspectiva, durante los dos periodos del FMLN (2009-2019) la estrategia reguladora que se trató de impulsar consistió en centralizar la normativa del recurso, dividiéndola y, al mismo tiempo, completándola institucionalmente de acuerdo con sus distintos usos, lo que derivó en una fragmentación jurídica entre las diferentes dependencias estatales (República de El Salvador, 2009: 1).

			Si bien la legislación aún se encontraba en estudio, esta incluía instancias que no necesariamente pertenecían al gobierno central. En este contexto, se impulsó el acceso al agua como bien nacional. Sin embargo, la propuesta del FMLN guardaba similitudes con la de ARENA, ya que tampoco depositaba exclusivamente en el Estado, a través del gobierno central, la responsabilidad de administrar el recurso. No obstante, se diferencia en que no tomaba en cuenta a la empresa privada en la organización, lo que durante el mandato de Salvador Sánchez Cerén (2014-2019) provocó protestas y propuestas impulsadas por la iniciativa privada. 

			Por otra parte, el Estado impulsó la participación de sectores organizados no gubernamentales, particularmente de organizaciones comunitarias como las ADESCOS y las juntas de agua, las cuales se consolidaron durante ese periodo. En general, los gobiernos de «izquierda» promovieron que estas asociaciones impulsaran campañas con el fin de evitar, al igual que sus predecesores neoliberales, movilizaciones sociales en su contra. Al mismo tiempo, se agregó un elemento clave que diferencia la propuesta de los gobiernos del FMLN de los de ARENA: la responsabilidad del recurso hídrico en las áreas rurales no recaería solo en las municipalidades ni en la ANDA, sino también en las comunidades, mediante juntas de agua que aprovecharían los recursos hídricos locales, como los pozos, con el fin de reducir los costos de mantenimiento y protección, así como prevenir posibles intentos de privatización. En esta misma línea, las instituciones del Estado que se encargarían de la administración del recurso serían: el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la ANDA, el Ministerio de Salud y el Ministerio de Agricultura y Ganadería. Desde esta perspectiva, las responsabilidades serían compartidas con las juntas de agua en el área rural y con otras instituciones. como las asociaciones de regantes, similares a las cooperativas, aunque sin la participación de capital privado, a diferencia de las administraciones anteriores (Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 2014)

			Partiendo de lo anterior, las atribuciones del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales iban más allá de desempeñar un papel «decorativo», como había ocurrido durante las administraciones de ARENA, ya que uno de los objetivos, además del manejo integral de las cuencas hidrográficas, era garantizar el uso, la protección y la gestión de los ecosistemas hídricos en función de su cantidad, calidad y aprovechamiento (Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 2014).

			Por otro lado, a diferencia de sus predecesores, el FMLN tomó en cuenta problemáticas y estrategias de adaptación al cambio climático con el fin de reducir los riesgos en las comunidades menos favorecidas. Esta perspectiva respondía a los problemas de inundaciones y sequías que El Salvador venía experimentando desde décadas anteriores, asociadas a fenómenos naturales como El Niño y La Niña, así como a depresiones tropicales, que cada invierno afectaban las áreas con mayor pobreza del país. En este sentido, la propuesta se diferenciaba de las anteriores al incorporar, por primera vez, el cambio climático como un elemento fundamental de la gestión hídrica, bajo la conducción de un ente rector especializado. 

			En el caso de la ANDA, sus funciones no variaron en cuanto a la distribución y ejecución de proyectos de abastecimiento de agua; más bien, se suprimieron algunos servicios que anteriormente estaban bajo su competencia, como la supervisión de la calidad del agua, función que pasaría a estar a cargo del Ministerio de Salud (Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 2014).

			Así, entre 2009-2019, la supervisión de la calidad del agua quedó bajo la competencia del Ministerio de Salud, lo que redujo los adeudos y reclamos atribuidos a ANDA. En esta misma línea, los compromisos de este ministerio en materia hídrica consistían en velar por la calidad del agua destinada al consumo humano y prevenir la contaminación. Sin embargo, se limitaban al ámbito urbano, mientras que las zonas rurales y semirrurales —donde se concentraba la mayor parte de la agroindustria y la industria— quedaron más desatendidas, lo que detonó movilizaciones que la propia propuesta posteriormente retomaría. 

			Por otra parte, durante 2009-2012, la responsabilidad de suministrar agua tanto para riego como para consumo se articuló mediante la coordinación del Ministerio de Agricultura y Ganadería, el Fondo de Inversión Social (FISDL) y el Ministerio de Economía, en el marco de procesos orientados a la capacitación y legalización del uso de los recursos hídricos. Desde esta perspectiva puede observarse cómo las campañas de articulación entre agricultores y población rural promovieron la integración de las juntas de agua comunales. Al mismo tiempo, la responsabilidad se dividió y compartió entre distintas instituciones gubernamentales (Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 2014).

			La unión institucional entre el Ministerio de Agricultura y Ganadería y el Ministerio de Económica evidencia una división en cuanto a funciones, aunque con objetivos comunes orientados a la promoción de la seguridad alimentaria, la agricultura y el acceso al agua potable. En esta misma línea, las juntas de agua sirvieron para quitar presión sobre la ANDA y para coordinar esfuerzos con el Ministerio de Economía, en tanto que este era el encargado de regular los cobros por uso del recurso. Paralelamente, se consolidó una propuesta de descentralizar el servicio hídrico que permitía a las municipalidades promover juntas de agua comunales en las que no se contemplaba la participación de la empresa privada, lo cual generó descontento en este último sector.

			Por otro lado, es importante señalar que, a diferencia del área urbana, la contaminación de los recursos hídricos en el ámbito rural no constituyó una prioridad para el FMLN, lo que manifiesta una continuidad en cuanto a las deficiencias de la calidad en la distribución del agua, en consonancia con los gobiernos neoliberales anteriores, en la medida en que se mantenía la protección a la industria y agroindustria contaminante. 

			El Estado gobernado por el FMLN tenía entre sus objetivos revertir la pobreza y ampliar la cobertura del servicio de agua en los sectores más vulnerables. Este objetivo, si bien aparecía mencionado en los planes quinquenales de los gobiernos anteriores de ARENA, no se materializaba en el ámbito rural, lo que limitaba la participación organizativa y, por consiguiente, la movilización social, mientras que se priorizaba la participación de la iniciativa privada. Sin embargo, resulta interesante observar que esta propuesta incorporaba un enfoque de género al reconocer a las mujeres como agentes de cambio en la lucha por el acceso al recurso hídrico.

			En el caso del área rural, no existían mecanismos de protección frente a la contaminación generada por la industria y la agroindustria, aunque sí se limitaba la participación de la iniciativa privada en la administración del recurso. En este sentido, se trasladaban las responsabilidades de cobertura con el fin de fortalecer la autosuficiencia de las municipalidades mediante la ampliación de las juntas de agua. En estas podían participar tanto agricultores como vecinos, con el objetivo de atender problemas de seguridad alimentaria y uso doméstico.

			Funcionamiento interno de las juntas de agua comunales

			Las juntas de agua comunales tenían como objetivo garantizar la distribución de agua potable en las zonas rurales de manera autosuficiente, ampliando la cobertura del servicio mediante la explotación de los recursos hídricos locales, como pozos y fuentes acuíferas naturales. Esto sugiere que su propósito era disminuir la responsabilidad del gobierno central y de los gobiernos municipales en la provisión de agua potable (Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 2014). No obstante, es importante señalar que la ampliación de la cobertura en el área rural no era una prioridad.

			El criterio de legalizar las juntas partía de la responsabilidad compartida en el mantenimiento y la distribución del agua potable. Se buscaba conservar y proteger los recursos hídricos y, al mismo tiempo, promover el desarrollo mediante la agricultura de subsistencia a través del riego independiente de las asociaciones de regantes y de otras actividades como la piscicultura (entrevista a Alfredo Raymundo, expresidente de la junta de agua potable del cantón Flor Amarilla, periodo 2009-2012, 24 de abril de 2024). Sin embargo, la prioridad continuaba siendo la cobertura. Por otro lado, a diferencia de las administraciones de los gobiernos neoliberales de ARENA, el primer gobierno del FMLN procuró prestar mayor atención al área rural, particularmente mediante la búsqueda de soluciones a la problemática de los subsidios para proyectos de saneamiento que los gobiernos neoliberales anteriores no habían resuelto.

			La finalidad era reducir la desigualdad en la atención entre las áreas urbanas y rurales mediante la exención de tarifas a las explotaciones privadas organizadas en juntas. Al mismo tiempo, el Estado, bajo el gobierno de izquierda, trató de consolidar asociaciones que se habían movilizado en torno a la gestión y explotación del recurso hídrico durante las administraciones de ARENA. Por otra parte, la legislación impulsada por el FMLN delegó responsabilidades en asociaciones comunales para la gestión de los sistemas de alcantarillado y acueductos. Esta medida tenía como objetivo trasladar parte de los compromisos relacionados con el suministro de agua potable desde el Estado hacia las municipalidades, en el marco de las políticas de descentralización que tanto ARENA como el FMLN llevaron a cabo. No obstante, es importante señalar la ausencia, debilidad y deficiencia estatal durante la administración de izquierda, similares a las observadas en los gobiernos de ARENA en materia de cobertura hídrica en las áreas rurales. Sin embargo, se intentó solucionar esta problemática mediante la autosostenibilidad de las comunidades y la promoción de formas de explotación comunal, sin permitir la penetración de la empresa privada en la administración comunitaria. Desde esta perspectiva, la finalidad era detener la privatización y sus efectos, entre ellos la contaminación de los mantos acuíferos administrados por las juntas. 

			No obstante, se establecieron diferencias en las tarifas. Por ejemplo, los cobros aplicados a los usuarios con menos recursos serían de 2.29 dólares para quienes consumieran menos de 11 metros cúbicos. (Baires Quezada, 2009). La prioridad era el abastecimiento de agua potable para uso doméstico, cuyo costo sería menor en comparación con las explotaciones privadas destinadas a fines distintos al uso doméstico. En este contexto, el cobro por metro cubico generó conflictos entre la ANDA y el sector privado, particularmente la industrial ubicada en el valle de Zapotitán —concentrada en zonas francas— y la agroindustria, principalmente Avicultura Salvadoreña (AVICOLA), productora de pollos. Dicho conflicto surgió debido al favorecimiento en las tarifas a los usuarios domésticos y a los cultivos de subsistencia pertenecientes a los sectores asociados a las juntas (entrevista a Alfredo Raymundo, expresidente de la junta de agua potable del cantón Flor Amarilla, periodo 2009-2012, 24 de abril de 2024).

			Iniciativas como esta generaron molestias en la empresa privada —tanto en la industria como en la agroindustria—, que presionó para que se efectuaran reformas en la legislación relacionada con el agua en los sectores rurales. Por otra parte, la misma legislación otorgaba autonomía a las juntas y ADESCOS para determinar el número de aforos o usuarios que podrían aprovechar los mantos acuíferos comunales. Esto les permitía, además de garantizar su autosostenibilidad, reservarse el derecho de regular quiénes podían hacer uso del recurso, lo que les protegía frente a la intromisión de actores con intereses privados ajenos al uso de agua potable en zonas rurales. Esto evidencia que el primer gobierno de izquierda impulsó una lógica de intereses públicos, aunque ello pudiera generar tensiones con el sector privado. 

			Además de las juntas, las ADESCOS también participaban en estos procesos. Su finalidad no se limitaba solamente a la protección y gestión del recurso hídrico, sino que también consistía en trabajar junto con las municipalidades, organismos internacionales como ONG y gobiernos locales en proyectos de desarrollo para las comunidades rurales, que no estuvieran relacionados exclusivamente al uso y protección del agua (Ministerio de Economía de El Salvador, 6 de agosto de 2011). Esta iniciativa excluía a la empresa privada; sin embargo, ciertas ADESCOS y juntas trabajaron de manera coordinada, principalmente en proyectos de salubridad. 

			No obstante, estos proyectos también sirvieron a empresas como Hilasal para obtener apoyo de estas instancias con el fin de impulsar medidas privatizadoras, lo que generó desunión entre los miembros de estas asociaciones (entrevista a Alfredo Raymundo, expresidente de la junta comunal de agua potable del cantón Flor Amarilla, periodo 2009-2012, 24 de abril de 2024).

			Al mismo tiempo, las ADESCOS contribuyeron a atender y mitigar otros problemas presentes en las comunidades rurales, como la falta de espacios recreativos o de condiciones adecuadas de salubridad, en el marco de la consolidación de la descentralización del Estado. Este proceso, que en la práctica puede interpretarse como una expresión de debilidad de los gobiernos locales y del gobierno central en los espacios rurales, también implicó un giro hacia la participación ciudadana organizada a través de acciones puntales tanto económicas como sociales. 

			Si bien algunas venían funcionando desde los periodos de Francisco Flores y Antonio Saca, estas no tenían mayor peso en la toma de decisiones, ya que únicamente operaban como elementos «decorativos» dentro de la administración hídrica y se encontraban supeditadas a intereses privados.

			Durante la administración de las ADESCOS y de las juntas directivas de aguas comunales, la legislación les otorgó autonomía en su funcionamiento. Un ejemplo de ello fue la constitución de la Asociación Comunal Administradora de Agua Potable del Cantón Cabaña Bola del Monte, en Ciudad Delgado, municipio perteneciente a la zona metropolitana de San Salvador, que presentaba características rurales y problemas de abastecimiento de agua potable. Sus objetivos eran los siguientes: 

			Art. 5. A) Otorgar a sus asociados un servicio de agua potable sostenible mediante la administración, operación y mantenimiento de las instalaciones que componen el sistema de agua potable. B) Promover gestionar y administrar proyectos que beneficien a las fuentes de agua de los alrededores del sistema de agua, con la finalidad de contribuir a las recargas hídricas mediante la reforestación, limpieza y conservación de las fuentes de agua o nacimientos. C) Ejercer una buena administración, operación y mantenimiento del sistema de distribución del agua potable (República de El Salvador, 28 de septiembre de 2012: 93).

			La finalidad de las asociaciones o juntas no se limitaba a velar por la distribución y el uso del agua, sino que también incluía la gestión de proyectos ecológicos de conservación, reforestación y limpieza. Esto evidencia que el Estado delegó responsabilidades que le correspondían en la distribución y el mantenimiento del agua potable. Al mismo tiempo, esta estrategia desplazaba posibles protestas contra el Estado —representado en las municipalidades— hacia las juntas y ADESCOS, las cuales, en cierta medida, contribuían a evitar la privatización del recurso hídrico. En esta línea, la asociación del cantón Cabaña Bola del Monte, utilizada como ejemplo, ejercía la administración total del sistema y gestionaba ante el Estado, por medio de la municipalidad, programas y fondos destinados al mantenimiento del acueducto, según lo dispuesto en el artículo 6 de sus estatutos (República de El Salvador, 28 de septiembre de 2012: 93). 

			Las funciones de las asociaciones no solo se limitaron a la distribución y conservación del recurso, sino que también abarcaron la administración financiera, al encargarse de los cobros, así como de las conexiones y reconexiones del servicio a los vecinos. En este sentido, se observa que el Estado delegó responsabilidades sobre estas asociaciones sin la participación de la empresa privada, las cuales también estaban facultadas para contratar personal encargado de la distribución del agua potable, a la vez que promovían la cooperación entre los asociados. Cabe señalar que el uso de los términos asociadas y asociados evidencia un enfoque de género no presente en reglamentos anteriores. 

			Por otra parte, las campañas de resistencia tenían entre sus objetivos la protección de los mantos acuíferos frente a la contaminación, lo que constituye un elemento innovador en el marco de las movilizaciones por el recurso hídrico. En esta misma línea, la responsabilidad se extendía hacia la protección de futuros yacimientos y microcuencas destinadas al abastecimiento de agua potable, lo cual evidencia una preocupación por prevenir posibles intentos de privatización sobre recursos potenciales para la comunidad. 

			Las atribuciones de la asamblea se enfocaban en la administración financiera e interna, así como en la regulación del gobierno interno de la asociación. Cabe destacar que, al tratarse de un movimiento de carácter comunal orientado a la distribución y protección del agua para uso potable, cualquier vecino podía integrarse a la asociación. No obstante, a diferencia de otras cooperativas que otorgaban mayor importancia a la propiedad, a los títulos legales o a la condición de socios fundadores, en estas asociaciones cualquier residente o usuario podía acceder a cargos dentro de la junta. 

			En esta misma línea, la junta directiva asumía funciones delegadas por la asamblea, entre ellas la administración financiera y el mantenimiento del sistema de distribución. Su estructura estaba conformada por un presidente, un secretario y un síndico, avalados por la asamblea. En el caso que estamos utilizando como ejemplo, para ser miembro de la junta directiva se requería únicamente ser habitante del cantón Cabaña y no ocupar cargos en el gobierno municipal, con la finalidad de evitar la desviación o fragmentación del movimiento por influencias ideológicas o intereses ajenos a la distribución y conservación del agua potable, lo cual podría debilitar la organización. Al mismo tiempo, se exigía no tener problemas legales, lo que indica la importancia que se daba a la protección del recurso hídrico frente a la posible intromisión de personas con vínculos delictivos que pudieran alterar el orden interno de la asociación (República de El Salvador, 28 de septiembre de 2012: 95). 

			En cuanto al presidente de la junta, este podía ser cualquier vecino elegido en la asamblea. Sus funciones principales giraban en torno a la organización interna, mientras que las atribuciones relacionadas con la administración, como la autorización de erogaciones y la representación de la asamblea ante otras instituciones, eran compartidas con el síndico y el tesorero, con el objetivo de evitar actos de corrupción o decisiones individuales que pudieran dividir o afectar la unidad de la asamblea y de los asociados (República de El Salvador, 28 de septiembre de 2012: 95). 

			El presidente estaba supeditado al diálogo con otros funcionarios, principalmente con el tesorero y el secretario, para evitar cualquier intento de corrupción; no obstante, como mencionó Alfredo Raymundo, en el caso de Flor Amarilla se presentaron algunos problemas, como la intromisión de la empresa Gumarsal, que intentó influenciar en integrantes de las juntas, asociaciones o ADESCOS (entrevista a Alfredo Raymundo, expresidente de la junta de agua potable del cantón Flor Amarilla, periodo 2009-2012, 24 de abril de 2024). Sin embargo, por los estatutos, y estar subordinados a la asamblea y al diálogo, estos eran destituidos y en algunos casos enjuiciados ante la ley por casos de corrupción. Por otra parte, tanto el secretario como el tesorero —que en algunos casos eran la misma persona— tenían la atribución de fiscalizar al presidente y de participar en la toma de decisiones en el marco de la asamblea, así como de vigilar la contabilidad de la asociación. 

			Sin embargo, para evitar que el presidente, el síndico y el tesorero incurrieran en actos de corrupción, la asociación contaba con una junta de vigilancia encargada de supervisar las funciones principalmente administrativas y económicas de estos funcionarios (República de El Salvador, 28 de septiembre de 2012: 96). 

			Si bien el objetivo era controlar a los principales funcionarios de la junta directiva, otra de las finalidades consistía en garantizar que las inversiones se destinaran al funcionamiento, la protección y la distribución del recurso hídrico para uso potable, así como evitar posibles intentos de privatización. Por otra parte, la junta tenía la función de proponer y supervisar las acciones de la directiva anualmente, al exigir informes sobre las actividades e inversiones realizadas. Los asociados, como en cualquier cooperativa, tenían la capacidad de influir en las decisiones de la junta directiva mientras se encontraban reunidos en asamblea, lo que les otorgaba voz y voto directos. Esto fortalecía la unidad de la asamblea y contribuía a convertir la comunidad en un espacio sostenible y, en cierto sentido, democrático, al favorecer tanto la defensa de sus intereses, como la protección de sus bienes frente a agentes externos. Por otra parte, las causas por las cuales podían ser expulsados de la asociación eran relativamente flexibles con el fin de evitar fracturas en la movilización: «Por violación a los Estatutos, Reglamento Interno, Acuerdos y resoluciones de la Asamblea General. Por faltas graves cometidas que a juicio de la Asamblea General merezcan tal sanción. Por renuncia presentada a la Junta Directiva. Por causa de muerte del socio» (República de El Salvador, 28 de septiembre de 2012: 97).

			Las juntas de agua y las ADESCOS, si bien sirvieron para quitar responsabilidades al Estado bajo los gobiernos del FMLN en materia de mantenimiento, distribución y protección frente a la contaminación ambiental, al convertirse en «cooperativas», autosostenibles en el área rural, también funcionaron como mecanismos para contener futuras movilizaciones contra las municipalidades. Asimismo, estas iniciativas, consideradas durante los periodos de ARENA y consolidadas posteriormente bajo el FMLN, permitieron que la población rural se organizara ante las propuestas de privatización impulsadas por el neoliberalismo durante los regímenes de ARENA. En este marco, sectores de la empresa privada reaccionaron contra de estas iniciativas mediante propuestas de privatización, lo que dio lugar a movilizaciones nacionales que involucraron no solo a agricultores y habitantes rurales, sino también a otros sectores de la sociedad. Por su parte, los gobiernos del FMLN otorgaron gran importancia a las movilizaciones de los campesinos y pobladores rurales.

			Consideraciones finales

			Las movilizaciones llevadas a cabo por agricultores y usuarios del área rural durante las administraciones de ARENA, y que posteriormente se consolidaron bajo el FMLN, demuestran el fracaso del modelo estatal neoliberal en materia de cobertura, distribución y calidad del agua en las zonas rurales, en beneficio de los sectores industriales y urbanos. Sin embargo, esta problemática no solo se relaciona con los intereses privatizadores propios del contexto de posguerra a nivel nacional y del neoliberal en el ámbito internacional, sino también con el crecimiento de la población y, por consiguiente, con el aumento de la demanda de vivienda y los efectos del cambio climático. Tanto ARENA como el FMLN —este último en menor medida— priorizaron las necesidades del sector urbano mediante subsidios a la cobertura energética a través del bombeo eléctrico, lo que demuestra un cambio de estrategia económica del Estado salvadoreño, que dejó de otorgar prioridad al sector rural para favorecer al urbano, donde se concentra no solo la industria, sino también la mano de obra.

			Por otra parte, las estrategias para combatir la problemática hídrica difieren entre ambos gobiernos. En el caso de ARENA, las políticas estuvieron más orientadas a favorecer a la empresa privada en el uso del recurso, protegiendo a la agroindustria y a la industria frente a los efectos ambientales que sus actividades generaban en detrimento de la población rural. Esto se manifestó en la reducción de subsidios tanto para la agricultura, como para el consumo energético destinado al bombeo de agua potable. En tal sentido, también se debilitó la organización, el valor y la capacidad de movilización del sector rural. No obstante, con la llegada de la izquierda a la administración del Estado, representada por el FMLN, las movilizaciones del sector rural se consolidaron en defensa del recurso hídrico. Esto implicó un giro en la estrategia de la izquierda hacia el fortalecimiento de la organización rural mediante la creación de juntas y ADESCOS, concebidas en forma de cooperativas sin la participación de la empresa privada, lo que demuestra una orientación más cercana a sectores populares vinculados con la defensa de los recursos naturales y, en particular, del agua potable. Sin embargo, al igual que en el caso de ARENA, esta estrategia también buscaba proteger al Estado frente a futuras protestas. 

			En esta misma línea, es importante señalar que la convergencia de intereses entre agricultores y habitantes del sector rural, derivada de la reducción de subsidios para el bombeo por medio de energía eléctrica, generó formas de unidad que trascendieron el ámbito local y se transformaron en movimientos consolidados de alcance nacional en defensa del recurso hídrico. 
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Resumen

Este articulo tiene el objetivo de explicar como, durante los gobiemos del Frente Farabundo Marti para
la Liberacién Nacional (FMLN), el Estado salvadorefio impulsé y consolidé en las areas rurales la creacion
de juntas de agua comunales, en las que participaron actores organizados para detener las medidas de
privatizacién promovidas durante las administraciones de la Alianza Republicana Nacionalista (ARENA) en
el marco del modelo neoliberal. La metodologia se basa en el andlisis documental de leyes, prensa y docu-
mentos notariales, asi como en entrevistas a actores que participaron en organizaciones rurales contra los
procesos de privatizacion del agua. Los hallazgos principales muestran, por un lado, intentos de privatiza-
cion de recursos naturales, como los pozos de agua en zonas rurales, y por otro, procesos de participacion

y organizacién de campafias de unidad en defensa de los usos cotidianos del recurso hidrico.

Palabras clave: gestion de recursos hidricos, abastecimiento de agua, participacién ciudadana.

Abstract

This article aims to explain how, during the govemnments of the Farabundo Marti National Liberation
Front (FMLN), the Salvadoran state promoted and consolidated the creation of community water boards in
rural areas, in which organized actors participated to resist privatization measures promoted during the ad-
ministrations of the Nationalist Republican Alliance (ARENAY), within the framework of the neoliberal model.
The methodology is based on documentary analysis of laws, press sources, and notarial documents, as well
as interviews with actors who participated in rural organizations opposing water privatization processes. The
main findings show, on the one hand, attempts to privatize natural resources such as rural water wells, and
on the other, processes of participation and organization of unity campaigns in defense of the everyday uses

of water resources.

Key words: water resources management, water supply, citizen participation
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